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PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE ANTENA PARABÓLICA / AUTORIDAD NACIONAL DE TELEVISIÓN / SELLAMIENTO / NULIDAD / FALTA DE VINCULACIÓN / FALTA DE MOTIVACIÓN / DECRETA LA NULIDAD -  De esta manera, considera el actor que con su decisión la ANTV incurrió en tres faltas: 1. Dejó sin efectos una orden judicial que previamente se había gravado en el establecimiento de comercio, sin haber esperado la culminación del proceso; 2. Desconoció que con el funcionamiento de la mencionada entidad, se estaba cubriendo el pago de la obligación con la que había resultado beneficiada la señora Amparo Mejía Restrepo, la cual tuvo su origen en un proceso laboral, y por ende gozaba de prelación; y 3. Dejó en condiciones intempestivas de desempleo a ocho personas que desempeñaban sus labores en la aludida entidad.

Partiendo de lo dicho atrás, resulta evidente que en el presente asunto se tornaba ineludible la vinculación del Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia, para que manifestara si las actuaciones realizadas por la ANTV se realizaron bajo su conocimiento y consentimiento, y además se pronunciara frente a la supuesta clandestinidad de la actividad comercial que se desarrollaba en el aludido establecimiento; así mismo era importante vincular a quien fungía como secuestre, o sea el Sr. LIBARDO CARDONA PUERTA, pues al ostentar la calidad de administrador del mismo, y conocer los documentos que soportaban las actividades desarrolladas por ese empresa, factiblemente tenía conocimiento acerca de su legalidad.  

Por otra parte, y no menos importante, resultaba la vinculación de las ocho personas que laboraban para la asociación FUNMUPAVIR, toda vez que de acuerdo a lo manifestado por el accionante, era su intención que los efectos de la solicitud de amparo se hicieran extensivos a ellos, para quienes además se impetró una solicitud específica, cual era su reintegro con normalidad a su lugar de trabajo, al haberse encontrado también perjudicados con la decisión de la entidad accionada, de manera que lo correcto hubiera sido dilucidar si era su voluntad participar del asunto, en tratándose de terceros con interés legítimo en el mismo.
(…)
Además de la anterior irregularidad, la que de por sí sería más que suficiente para declarar la nulidad de la actuación, observa la Colegiatura la existencia de otra mácula que generaría efectos similares, la cual tiene que ver con la motivación del fallo, la cual no se puede catalogar como la mejor, ya que en momento alguno se abordó el problema jurídico planteado por el libelista, desconociéndose de esa forma los postulados que orientan al principio de la congruencia, ya que lo único que se hizo fue acudir a los típicos argumentos genéricos “de cajón” para de esa forma hacerle esguince a las tesis e hipótesis propuestas por las partes en conflicto, para de esa forma llegar a la conclusión, sin mayor justificación, sobre la improcedencia de la querella de amparo constitucional deprecada por el libelista.

Prueba de lo anterior la encontramos en que en momento alguno en el fallo confutado se hizo ningún esfuerzo por identificar uno de los principales problemas jurídicos planteados por el accionante, los que no se circunscribían a determinar si la ANTV vulneró los derechos fundamentales de la señora Mejía Restrepo “al retirar el servicio de televisión en un sector del municipio de la Virginia”, sino en dilucidar si esa decisión fue arbitraria al haber pasado por alto que sobre el establecimiento de comercio que prestaba ese servicio pesaba una medida de secuestro impuesta por el Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia; en segundo lugar porque nada se dijo acerca de los trabajadores que presuntamente resultaron afectados con la decisión de la entidad accionada, a quienes de una u otra forma se harían extensivos los efectos del fallo.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el abogado JOHN JAIRO JIMÉNEZ FRANCO, quien actúa en calidad de apoderado judicial de la señora AMPARO MEJÍA RESTREPO, como parte accionante dentro del presente asunto, en contra del fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el 26 de diciembre de 2017, mediante el cual declaró improcedente la acción de tutela instaurada en contra de la AUTORIDAD NACIONAL DE TELEVISIÓN, (ANTV). 

ANTECEDENTES:

El abogado JOHN JAIRO JIMÉNEZ FRANCO, actuando en calidad de apoderado judicial de la señora Amparo Mejía Restrepo, instauró acción de tutela en contra de la ANTV, al considerar que dicha Entidad en el devenir de un proceso administrativo le ha vulnerado el derecho fundamental al debido proceso de su mandante; ello, según los hechos que a continuación se relacionan:
· FUMMUPAVIR es una Asociación Comunitaria para la prestación de servicios de antena parabólica que tenía funcionamiento en el municipio de la Virginia, Risaralda. 
· El señor Germán Eusse Mejía, quien trabajaba para la mencionada empresa, sufrió un accidente en el desarrollo de sus labores y falleció. Tal suceso motivó a la señora Amparo Mejía Restrepo a promover un proceso ordinario laboral tendiente a que se declarara la responsabilidad patronal de dicho incidente. 

· El conocimiento de esa demanda le correspondió al Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia, Despacho que profirió sentencia en favor de la señora Mejía Restrepo como demandante, por lo que más adelante procedió a la ejecución de la sentencia con el respectivo embargo y secuestro del establecimiento de comercio. 
· Encontrándose la empresa en desarrollo de las actividades propias de su razón social, bajo gestiones adelantadas por parte de un secuestre, empezó a salir avante, contaba con 8 empleados, y vendía señal de televisión que era distribuida en todo el municipio de la Virginia, generando con ello ingresos para el pago de la obligación laboral de la señora Amparo, así como el pago de los trabajadores, y la posibilidad de brindar señal de televisión a las personas de escasos recursos de esa localidad. 

· No obstante, a pesar de la normalidad con la que todo se venía desarrollando, llegó la ANTV a sellar el establecimiento de comercio por una supuesta prestación clandestina del servicio, desconociendo con ello la regla de que el patrimonio es prenda general de los acreedores y que se gozaba de un privilegio especial, en tratándose de un crédito laboral; además, quebrantando el derecho al trabajo de los empleados de la empresa y destruyendo las labores del secuestre, pasando además por alto lo estatuido en el proceso ordinario laboral, en consecuencia, arruinando los fines de la administración de justicia al dejar sin efectos un proceso judicial, con la emisión de una resolución. 
· La medida tomada por la ANTV no estableció previo a su decisión ningún tipo de socialización con la Rama Judicial, la cual debe propender por el restablecimiento de los derechos conculcados con la misma actividad estatal. 

PRETENSIONES:

Con base en los hechos narrados, solicitó el accionante, que se dejara sin efecto la suspensión del servicio de televisión del establecimiento de comercio FUMMUPAVIR, hasta que se cumpla con la formalidad de la diligencia de remate y la jurisdicción agote su competencia, petición de la cual solicitó su aplicación desde el inicio de la actuación, con la imposición de una medida provisional en el mismo sentido. 
Además, clamó para que se protejan los derechos de los trabajadores de la mencionada empresa, restableciéndoles sus respectivos cargos. 

Por último, que se autorice al secuestre para continuar con su función hasta la diligencia de remate. 

Concluyó diciendo el accionante que acude al mecanismo constitucional de amparo como mecanismo transitorio para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:

El Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad avocó el conocimiento de la actuación el 13 de diciembre de 2017, y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la ANTV para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 

Frente a la solicitud de medida provisional no efectuó pronunciamiento alguno.
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 26 de diciembre de 2017 negar por improcedente la acción de tutela, pues consideró que la ANLTV adelantó las actuaciones que estimó pertinentes al establecer que la empresa FUMMUVPAVIR estaba operando de manera clandestina, y si bien suspendió el servicio de televisión prestado por la misma no realizó el decomiso preventivo de los equipos, como en la normalidad hubiera ocurrido, dado que así lo ordenó el Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia, información que extrajo el Despacho de los documentos aportados por la encartada en su respuesta. 
Además, a criterio del A quo no se demostraron los presupuestos que permiten deducir la ocurrencia de un perjuicio irremediable que permita la intervención transitoria del Juez constitucional, tales como la necesidad, urgencia, gravedad, impostergabilidad e inminencia.   
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
Una vez notificada la decisión de instancia, fue recurrida por parte del Letrado accionante, quien a través de un memorial allegado al Despacho de conocimiento el 29 de diciembre de 2017 expuso que la ANTV con su actuación, por demás arbitraria, obvió el trámite que se estaba adelantando por la judicatura, y dejó sin valor las diligencias de un secuestre o auxiliar de la justicia que estaba precisamente realizando las actividades tendientes a solventar una obligación de origen laboral, ello conforme a la orden de un Despacho Judicial, lo cual no guarda concordancia con la supuesta clandestinidad en la prestación del servicio, de la que habla la ANTV.      

Adujo el recurrente que es errónea la afirmación de que la ANTV podía retirar la señal de televisión, pues esa entidad dispuso de la misma, sin considerar que ya había sido objeto de un secuestro por parte de un Juez.  
Además, manifestó que las relaciones del Estado deben ser armónicas, y desde ese punto de vista, lo que se estaba logrando con el funcionamiento de la empresa era pagar un crédito laboral con el producto del bien embargado, y precisamente lo que dio origen al mismo fue la muerte de un trabajador de aquella, por lo que resulta incomprensible que si los fines del estado son resarcitorios de los daños causados a los particulares, pueda la ANTV truncar ese fin. 

Bajo dichos argumentos, reiteró la solicitud planteada en su escrito inicial. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000, por ser el superior jerárquico del Despacho fallador. 

El problema jurídico que concita la atención de la Colegiatura gira en torno a determinar si por parte de la ANTV se han vulnerado los derechos fundamentales de la señora AMPARO MEJÍA RESTREPO y de los empleados de la Fundación Municipal de Usuarios de Antena Parabólica de la Virginia, Risaralda (FUNMUPAVIR), al tomar una decisión que afecta el funcionamiento de ese establecimiento de comercio, pese a la existencia de un proceso judicial ordinario que sobre el mismo tenía impuesta una medida de secuestro, y cuya administración se encontraba a cargo de la Judicatura por medio de un auxiliar de justicia, a efectos de cumplir con los fines de dicho pleito. 
Sería del caso entrar a resolver de fondo la controversia planteada, si no fuera porque en el presente asunto se avizora un error procedimental insaneable, relacionado con una indebida conformación de la Litis que impide la realización de tal estudio y conlleva a la necesaria declaratoria de la nulidad de lo actuado en las presentes diligencias.

De acuerdo a lo dicho por el accionante en su libelo petitorio, se tiene que el aspecto central de su cuestionamiento es el hecho de que la ANTV hubiera procedido, por medio de una actuación de carácter administrativo, a dejar sin efectos lo decidido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia, Despacho que en el ejercicio de sus labores jurisdiccionales, por haber resuelto favorablemente una demanda ordinaria laboral interpuesta por la señora Amparo Mejía Restrepo, decretó una medida de secuestro sobre el bien inmueble en el cual se desarrollaban las actividades comerciales de la empresa FUNMUPAVIR, y dejó su administración habitual a cargo de un secuestre
. 

Según afirmó el Letrado accionante, la ANTV selló el aludido establecimiento de comercio y suspendió la prestación del servicio de televisión, ello bajo el argumento de que allí se estaba efectuando una actividad clandestina, actividad para la cual, según el accionante, esa autoridad administrativa carecía de idoneidad, toda vez que como se dijo atrás, sobre dicho bien pesaba ya una medida jurisdiccional, lo que además le parecía una argumento válido para afirmar que la administración de justicia no se prestaría para poner en funcionamiento, por medio de uno de sus auxiliares, un establecimiento de comercio que no cumple con los requisitos de ley.  
De esta manera, considera el actor que con su decisión la ANTV incurrió en tres faltas: 1. Dejó sin efectos una orden judicial que previamente se había gravado en el establecimiento de comercio, sin haber esperado la culminación del proceso; 2. Desconoció que con el funcionamiento de la mencionada entidad, se estaba cubriendo el pago de la obligación con la que había resultado beneficiada la señora Amparo Mejía Restrepo, la cual tuvo su origen en un proceso laboral, y por ende gozaba de prelación; y 3. Dejó en condiciones intempestivas de desempleo a ocho personas que desempeñaban sus labores en la aludida entidad.   
Partiendo de lo dicho atrás, resulta evidente que en el presente asunto se tornaba ineludible la vinculación del Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia, para que manifestara si las actuaciones realizadas por la ANTV se realizaron bajo su conocimiento y consentimiento, y además se pronunciara frente a la supuesta clandestinidad de la actividad comercial que se desarrollaba en el aludido establecimiento; así mismo era importante vincular a quien fungía como secuestre, o sea el Sr. LIBARDO CARDONA PUERTA, pues al ostentar la calidad de administrador del mismo, y conocer los documentos que soportaban las actividades desarrolladas por ese empresa, factiblemente tenía conocimiento acerca de su legalidad.  
Por otra parte, y no menos importante, resultaba la vinculación de las ocho personas que laboraban para la asociación FUNMUPAVIR, toda vez que de acuerdo a lo manifestado por el accionante, era su intención que los efectos de la solicitud de amparo se hicieran extensivos a ellos, para quienes además se impetró una solicitud específica, cual era su reintegro con normalidad a su lugar de trabajo, al haberse encontrado también perjudicados con la decisión de la entidad accionada, de manera que lo correcto hubiera sido dilucidar si era su voluntad participar del asunto, en tratándose de terceros con interés legítimo en el mismo. 
Siendo así las cosas, la Colegiatura en el presente asunto es de la opinión que se ha presentado una indebida conformación de la Litis, como bien lo ha hecho saber la jurisprudencia Constitucional en los siguientes términos:  
“Por ello, si el juez constitucional advierte que no se ha integrado en debida forma el contradictorio por parte pasiva, será él quien asuma esa carga procesal, y en consecuencia, vinculará oficiosamente las partes e intervinientes al trámite de dicha acción de tutela que deban ser vinculados a dicho trámite, para lo cual podrá valerse de los elementos de juicio que obren en el expediente de tutela. De no ser posible la integración del contradictorio por pasiva en los términos ya anotados, proseguir con el trámite de la acción de tutela no tendría sentido, pues aun cuando se pudo haber verificado la vulneración de algún derecho fundamental, no se podría impartir protección alguna por cuanto no se pudo establecer quien estaba llamado a responder.
 
En consecuencia, de no integrarse en debida forma el contradictorio, ya sea por parte del mismo accionante o subsidiariamente por el juez constitucional, ello acarreará inexorablemente la nulidad de lo actuado, salvo que el afectado la subsane en forma expresa o tácitamente con su actuación consecuente.
 
4. Para evitar que situaciones como las anteriores se presentasen, los artículos 13 y 16 del Decreto 2591 de 1991 establecen que terceros con interés legítimo en el asunto, puedan intervenir en calidad de coadyuvantes del actor o de la persona o autoridad pública contra quien va dirigida la tutela, ordenando por demás, que el juez les notifique las providencias que se emitan en el trámite de este proceso constitucional. De esta manera, es claro que el tercero con interés legítimo en una tutela podrá intervenir no sólo en procura de protección constitucional, sino que también deberá ser cobijado por los actos de comunicación procesal, en tanto que por esta vía se asegura el pleno ejercicio del derecho de defensa y al debido proceso.
 
5. Por ende, puede decirse que la falta u omisión en la notificación de las decisiones proferidas en el trámite de una acción de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo en la misma, surge como una irregularidad que no sólo vulnera el debido proceso sino que puede llegar a constituirse en una verdadera denegación de justicia, a más de comprometer otros derechos de quienes no pudieron intervenir en el trámite de la misma por desconocimiento de tal actuación judicial. Por ello, cuando la providencia con la cual se admite una acción de tutela y se da inicio al trámite de la misma, deja de notificarse a las partes o terceros con interés legítimo, implica que quienes no fueron notificados, no tienen la posibilidad de intervenir en la misma, desconociéndoseles el debido proceso y de paso, pudiendo afectar otros derechos fundamentales cuya afectación podría suponer una clara violación de los mismos.
 
6. Cuando se presenta la situación anteriormente descrita, se configura una causal de nulidad de lo actuado, con la consecuente necesidad de reiniciar toda la actuación, previa integración del contradictorio por parte del juez, para notificar la actuación a todas las partes, así como a los terceros con interés legítimo en el proceso. Ciertamente, de esta manera se asegura el pleno ejercicio de derecho de defensa por cuenta de todos los intervinientes en el proceso, asegurándose así la posibilidad de proferir una sentencia de fondo con plena capacidad para proteger los derechos fundamentales invocados por el accionante como violados….” 
.
Con base en lo que viene de decirse, es evidente que en el presente asunto se hace necesario enderezar la actuación del Juez de primer grado; para ello habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 26 de diciembre de 2017 por parte del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, para que allí se rehaga la actuación conforme a los lineamientos esbozados en precedencia. 
Además de la anterior irregularidad, la que de por sí sería más que suficiente para declarar la nulidad de la actuación, observa la Colegiatura la existencia de otra mácula que generaría efectos similares, la cual tiene que ver con la motivación del fallo, la cual no se puede catalogar como la mejor, ya que en momento alguno se abordó el problema jurídico planteado por el libelista, desconociéndose de esa forma los postulados que orientan al principio de la congruencia, ya que lo único que se hizo fue acudir a los típicos argumentos genéricos “de cajón” para de esa forma hacerle esguince a las tesis e hipótesis propuestas por las partes en conflicto, para de esa forma llegar a la conclusión, sin mayor justificación, sobre la improcedencia de la querella de amparo constitucional deprecada por el libelista.

Prueba de lo anterior la encontramos en que en momento alguno en el fallo confutado se hizo ningún esfuerzo por identificar uno de los principales problemas jurídicos planteados por el accionante, los que no se circunscribían a determinar si la ANTV vulneró los derechos fundamentales de la señora Mejía Restrepo “al retirar el servicio de televisión en un sector del municipio de la Virginia”, sino en dilucidar si esa decisión fue arbitraria al haber pasado por alto que sobre el establecimiento de comercio que prestaba ese servicio pesaba una medida de secuestro impuesta por el Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia; en segundo lugar porque nada se dijo acerca de los trabajadores que presuntamente resultaron afectados con la decisión de la entidad accionada, a quienes de una u otra forma se harían extensivos los efectos del fallo.
Por otra parte, resulta insuficiente afirmar que no se ha configurado un perjuicio irremediable que afecte a la accionante por no haberse acreditado la urgencia, necesidad, gravedad e inminencia, pues debió valorarse en contraposición con dichos parámetros lo afirmado por el Letrado en cuanto aseguró que sí hay un perjuicio irremediable porque su representada ya tenía una especie de confianza legítima acerca de la satisfacción de los beneficios de la demanda ordinaria resultante en su favor; y también porque los ocho trabajadores quedaron desempleados, viéndose afectados no sólo ellos sino sus familias con la ausencia de pago de todas las acreencias laborales de las que venían gozando. 
Como se podrá colegir, el fallo opugnado careció de motivación al omitir pronunciarse sobre aspectos esenciales planteados en el libelo de amparo constitucional, ya que acudió a argumentos genéricos, indeterminados y abstractos, relacionados con la supuesta improcedencia de la acción de tutela, al parecer con la intención de evadir el deber que le asistía al Juzgado de primer nivel de hacer un pronunciamiento claro y expreso que se encuentre en congruencia con lo pedido y debatido en el proceso por las partes.  

En suma, todo lo dicho es suficiente para que la Colegiatura proceda a ordenar la nulidad de la actuación procesal a partir de la expedición de la sentencia de amparo constitucional adiada el 26 de diciembre de 2017, a fin de que el Juzgado de primer nivel integre de manera correcta la Litis y profiera un nuevo fallo de tutela que esperamos que esta vez sea respetuoso del principio de la congruencia.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,

RESUELVE: 
PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD de la actuación procesal, a partir de la expedición del fallo de tutela proferido por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el 26 de diciembre de 2017. Lo anterior sin perjuicio de la validez las pruebas ya allegadas al proceso. 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remita el expediente al Juzgado de origen para que allí se rehaga la actuación conforme a lo aquí dispuesto.

TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Según el contenido de las pruebas habidas en el proceso, se desprende que el secuestre designado fue el Sr. LIBARDO CARDONA PUERTA.


� Corte Constitucional, Auto-115 del 2008, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
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